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Resumen: el presente trabajo busca argumentar razones a favor 
de la exigibilidad y justiciabilidad de los derechos económicos, 
sociales, culturales y ambientales y, de igual forma, pretende ex-
plicar las razones por las cuales, con frecuencia, estos derechos 
no son garantizados de forma efectiva por parte de las autorida-
des del Estado mexicano. Asimismo, se enfatiza la necesidad de 
realizar un cambio de perspectiva relativo a su naturaleza: no es 
infrecuente que los derechos humanos se conciban en términos 
de la supuesta generación a la cual pertenecen, olvidando que 
aquéllos se rigen por los principios de interdependencia e indi-
visibilidad, lo cual supone que la imposibilidad de garantizar un 
derecho implica necesariamente que esa afectación se extien-
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de a otros derechos. Por último, este trabajo explora algunas 
propuestas que podrían hacer factible la justiciabilidad de estos 
derechos, lo cual resulta indispensable para asegurar que la dig-
nidad de las personas no se vea menoscabada.

Abstract: this article intends to provide reasons in favor of 
the enforceability and justiciability of economic, social, cultu-
ral and environmental rights and, additionally, it aims to ex-
plain the reasons why, on a regular basis, such rights are not 
effectively guaranteed by authorities of the mexican State.  Fur-
thermore, it emphasizes the need of changing the perspective 
connected to their nature: it is not infrequent that these type 
of rights be conceived in terms of the alleged generation to 
which they supposedly belong to, which means to forget that 
the latter are governed by the principles of interdependency 
and indivisibility, which entails that the impossibility of gua-
ranteeing a right in particular leads to causing harm to other 
rights. Last but not least, this paper presents some proposals 
that may allow to effectively achieve the justiciability of the 
above-mentioned rights, which turns out to be inexcusable in 
order to prevent people´s dignity from being transgressed.

Palabras clave: justiciabilidad, derechos, interdependencia, 
indivisibilidad, dignidad humana.

Keywords: justiciability, rights interdependency, indivisibili-
ty, human dignity.Sumario: I. Nota introductoria. II. Ideas bre-
ves sobre justiciabilidad de los DESCA en México. III. Postura 
del poder judicial frente a los DESCA. IV. Interés legítimo en 
amparo como vía para la justiciabilidad de los DESCA. V. ¿(In)
cumplimiento de la Agenda 2030?: ideas de cierre. 

I. Nota introductoria

Una de las primeras preguntas que debe de plantearse cuando se 
habla de derechos económicos, sociales, ulturales y ambientales 
(DESCA) es si los mismos son exigibles y justiciables.1

1	 Morales Sánchez, Julieta, “Los derechos económicos, sociales, culturales y 
ambientales frente a COVID-19: directrices de jurisprudencia interameri-
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La obsoleta división generacional de los derechos humanos 
ha traído graves perjuicios para el entendimiento de la interde-
pendencia e indivisibilidad de los derechos humanos, así como 
para su debida justiciabilidad. Por ello es preciso reflexionar so-
bre las garantías existentes, particularmente las jurisdiccionales 
y su incidencia en el bienestar de la población. A ello se dedicará 
esta ponencia, la cual se presenta cuando estamos por concluir el 
primer cuarto del siglo xxi y a un lustro de que se venza el plazo 
para el (in)cumplimiento de la Agenda 2030. La Agenda 2030, en 
cada uno de sus 17 objetivos y 169 metas,2 reproduce obligacio-
nes que provienen de normas de hard law y que, particularmente 
en DESCA, se han venido incumpliendo desde la ratificación de 
los respectivos tratados internacionales. ¿Qué sigue después de la 
Agenda 2030? ¿Cómo se pueden garantizar los DESCA?

La Corte Interamericana de Derechos Humanos (Corte IDH 
o Corte Interamericana) ha entendido que “los derechos econó-
micos, sociales y culturales tienen una dimensión tanto indivi-
dual como colectiva.”3 Además ha señalado la interdependencia 
existente entre los derechos civiles, políticos y económicos, so-
ciales y culturales; todos los derechos deben ser entendidos sin 
jerarquía entre sí y exigibles en todos los casos.4

cana”, Parlamento y Constitución, Núm. 21, Año 2020, Cortes de Castilla-La 
Mancha, Universidad de Castilla-La Mancha, pp. 129-177, https://parla-
mentoyconstitucion.cortesclm.es/recursos/anuarios/2020.pdf, 25 de mayo 
de 2024.

2	 Cfr. Organización de las Naciones Unidas, Objetivos de desarrollo sostenible, 
https://www.un.org/sustainabledevelopment/es/2015/09/la-asamblea-ge-
neral-adopta-la-agenda-2030-para-el-desarrollo-sostenible/, 28 de mayo de 
2024.

3	 Corte IDH, Caso Cinco Pensionistas vs. Perú, Fondo, Reparaciones y Costas, 
sentencia de 28 de febrero de 2003, Serie C, No. 98, párr. 147, https://
www.corteidh.or.cr/docs/casos/articulos/Seriec_98_esp.pdf, 25 de mayo de 
2024.

4	 Corte IDH, Opinión Consultiva OC-23/17, 15 de noviembre de 2017, Me-
dio ambiente y derechos humanos. Obligaciones estatales en relación con 
el medio ambiente en el marco de la protección y garantía de los derechos a 
la vida y a la integridad personal - interpretación y alcance de los artículos 
4.1 y 5.1, en relación con los artículos 1.1 y 2 de la Convención Americana 
sobre Derechos Humanos, Serie A, No. 23, párrs. 47 y 57, https://www.
corteidh.or.cr/docs/opiniones/seriea_23_esp.pdf, 25 de mayo de 2024.
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En razón de lo anterior, “la defensa de los derechos huma-
nos no sólo atiende a los derechos civiles y políticos; esta labor 
abarca necesariamente las actividades de denuncia, vigilancia y 
educación sobre derechos económicos, sociales y culturales, de 
conformidad con los principios de universalidad, indivisibilidad 
e interdependencia”.5

Por lo que “la interdependencia e indivisibilidad de los dere-
chos reconocidos por la Convención Americana niega cualquier 
separación, categorización o jerarquía entre derechos para efec-
tos de su respeto, protección y garantía”.6

En esta línea se ha establecido que de la Convención Ameri-
cana sobre Derechos Humanos (CADH) se desprenden dos tipos 
de obligaciones: 1) adopción de medidas generales de manera 
progresiva, y 2) adopción de medidas de carácter inmediato.7 

Respecto al desarrollo progresivo, se ha dicho que “la plena 
efectividad de (los DESCA) ‘no podrá lograrse en un breve perío-
do de tiempo’ y que, en esa medida, ‘requiere un dispositivo de 
flexibilidad necesaria que refleje las realidades del mundo � y las 
dificultades que implica para cada país el asegurar (dicha) efec-
tividad’”.8 

Por otro lado, las obligaciones de carácter inmediato “consis-
ten en adoptar medidas eficaces, a fin de garantizar el acceso sin 

5	 Corte IDH, Caso Kawas Fernández vs. Honduras, Fondo, Reparaciones y 
Costas, sentencia de 3 de abril de 2009, Serie C No. 196, párr. 147, https://
www.corteidh.or.cr/docs/casos/articulos/seriec_196_esp.pdf, 25 de mayo 
de 2024.

6	 Corte IDH, Caso Cuscul Pivaral y otros vs. Guatemala, Excepción Prelimi-
nar, Fondo, Reparaciones y Costas, sentencia de 23 de agosto de 2018, Se-
rie C No. 359, párr. 84, https://www.corteidh.or.cr/docs/casos/articulos/
seriec_359_esp.pdf, 25 de mayo de 2024.

7	 Corte IDH, Caso Poblete Vilches y otros vs. Chile, Fondo, Reparaciones y 
Costas, sentencia de 8 de marzo de 2018, Serie C No. 349, párr. 104, ht-
tps://www.corteidh.or.cr/docs/casos/articulos/seriec_349_esp.pdf, 26 de 
mayo de 2024.

8	 Corte IDH, Caso Acevedo Buendía y otros (“Cesantes y Jubilados de la Contra-
loría”) vs. Perú, Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas, sen-
tencia de 1 de julio de 2009, Serie C, No. 198, párr. 102, https://www.cor-
teidh.or.cr/docs/casos/articulos/seriec_198_esp.pdf, 26 de mayo de 2024. 

| 104 

Julieta Morales Sánchez



discriminación a las prestaciones reconocidas para cada derecho. 
Dichas medidas deben ser adecuadas, deliberadas y concretas en 
aras de la plena realización de tales derechos”.9

La Corte IDH ha considerado también que “la dimensión pro-
gresiva de protección de los DESCA, si bien reconoce una cierta 
gradualidad para su realización, también incluye un sentido de 
progreso, que requiere la mejora efectiva de las condiciones de 
goce y ejercicio de estos derechos, de forma tal que se corrijan 
las desigualdades sociales y se facilite la inclusión de grupos vul-
nerables”.10

La Corte Interamericana ha establecido que “la obligación 
de realización progresiva prohíbe la inactividad del Estado en 
su tarea de implementar acciones para lograr la protección in-
tegral de los derechos, sobre todo en aquellas materias donde la 
ausencia total de protección estatal coloca a las personas ante 
la inminencia de sufrir un daño a su vida o su integridad perso-
nal”.11 Por lo tanto, “se desprende un deber (si bien condiciona-
do) de no-regresividad, que no siempre deberá ser entendido 
como una prohibición de medidas que restrinjan el ejercicio de 
un derecho”.12 En ese sentido y “para evaluar si una medida re-
gresiva es compatible con la Convención Americana, se deberá 
‘determinar si se encuentra justificada por razones de suficien-
te peso’”.13 Finalmente señala que “la regresividad resulta justi-
ciable cuando de derechos económicos, sociales y culturales se 
trate”.14 

9	 Corte IDH, Caso Poblete Vilches y otros…, cit., párr. 104; Corte IDH, Caso 
Asociación Nacional de Cesantes y Jubilados de la Superintendencia Nacio-
nal de Administración Tributaria (ANCEJUB-SUNAT) vs. Perú, Excepciones 
Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas, sentencia de 21 de noviembre 
de 2019, Serie C No. 394, párr. 173, https://www.corteidh.or.cr/docs/ca-
sos/articulos/seriec_394_esp.pdf, 26 de mayo de 2024. 

10	 Corte IDH, Caso Poblete Vilches y otros …, cit., párr. 146.
11	 Idem.
12	 Corte IDH, Caso Acevedo Buendía y otros …, cit., párr. 103; Corte IDH, Caso 

Poblete Vilches y otros …, cit., párr. 104.
13	 Corte IDH, Caso Acevedo Buendía y otros …, cit., párr. 103. 
14	 Idem. 
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II. Ideas breves sobre justiciabilidad 
 de los DESCA en México

Ahora bien, es preciso analizar la justiciabilidad a nivel nacional. 
Una figura fundamental para la recepción del derecho interna-
cional de los derechos humanos en los órdenes jurídicos internos 
es el control de convencionalidad.15 

Sin embargo, el poder judicial federal —en la historia recien-
te— parecería incrementar y complejizar los requisitos para la 
realización del control de convencionalidad, descargando nue-
vamente a los jueces de su obligación de “conocer el derecho”, 
impartir justicia y ejercer dicho control, para trasladar a los ciu-
dadanos la carga del análisis.16

El 15 de septiembre de 2024, se publicó la llamada “reforma 
judicial” por la cual se modifican 16 artículos de la Constitución. 
Por ella se transforma el mecanismo de designación de juzgados 
y magistraturas del poder judicial de la federación, así como de 
integrantes de la Suprema Corte de Justicia de la Nación.

Más allá de las legítimas críticas17 a dicha reforma, así como 
al mecanismo de designación, en este apartado se plantea esta-
blecer los parámetros que tendrían que cumplir quienes asuman 
funciones jurisdiccionales, independientemente de su mecanis-
mo de designación. 

Respecto al proceso de selección de personas juzgadoras, la 
Comisión Interamericana de Derechos Humanos ha afirmado: 

15	 Para profundizar sobre el concepto, sobre qué normas debe ejercerse y quiénes 
deben ejercerlo cfr. García Ramírez, Sergio y Morales Sánchez, Julieta, Consti-
tución y Derechos Humanos, 6ª. ed., Porrúa, UNAM, México, 2023, pp. 349-388.

16	 Cfr. Tesis XXVII.1o.(VIII Región) J/8 (10a.) Control difuso de constitucio-
nalidad ex officio. Sus presupuestos formales y materiales de admisibilidad 
y procedencia, Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Décima Épo-
ca, Libro 1, t. II, diciembre de 2013, página 953, https://sjf2.scjn.gob.mx/
detalle/tesis/2005057, 26 de mayo de 2024. 

17	 Cfr. CIDH, “México: CIDH advierte posibles afectaciones en la indepen-
dencia judicial, el acceso a la justicia y el Estado de Derecho frente a la 
aprobación de la reforma judicial”, Comunicado de Prensa 12 de septiem-
bre de 2024, https://www.oas.org/es/cidh/jsForm/?File=/es/cidh/prensa/
comunicados/2024/213.asp, 26 de noviembre de 2024.
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que no le correspondería indicar cuáles son los órganos que deben 
intervenir en un procedimiento de selección y nombramiento de 
los operadores de justicia ya que es una materia a ser definida por 
cada Estado. Sin embargo, la Comisión ha precisado que las normas 
de selección y nombramiento deben asegurar previsiones adecua-
das para evitar que otros poderes u órganos del Estado puedan afec-
tar su actuar independiente.

103. La Comisión Interamericana considera que un sistema de 
selección y nombramiento por parte de poderes políticos, por la 
propia naturaleza de las autoridades que eligen, puede representar 
riesgos para la independencia de las y los operadores electos.18

Respecto al régimen disciplinario: 

197. La Comisión observa que la independencia institucional de la 
autoridad disciplinaria tiene relación con la posibilidad de que exis-
tan o no injerencias por parte de otros poderes u órganos del Poder 
Público en los procesos disciplinarios y, en consecuencia, para que 
ésta actúe de manera independiente.19 

Adicionalmente, la Corte Interamericana ha sostenido que: 

el ejercicio autónomo de la función judicial debe ser garantizado 
por el Estado tanto en su faceta institucional, esto es, en relación 
con el Poder Judicial como sistema, así como también en conexión 
con su vertiente individual, es decir, con relación a la persona del 
juez específico. El Tribunal estima pertinente precisar que la di-
mensión objetiva se relaciona con aspectos esenciales para el Esta-
do de Derecho, tales como el principio de separación de poderes, 
y el importante rol que cumple la función judicial en una democra-
cia. Por ello, esta dimensión objetiva trasciende la figura del juez e 
impacta colectivamente en toda la sociedad. Asimismo, existe una 
relación directa entre la dimensión objetiva de la independencia 
judicial y el derecho de los jueces a acceder y permanecer en sus 

18	 CIDH, Garantías para la independencia de las y los operadores de justicia. 
Hacia el fortalecimiento del acceso a la justicia y el estado de derecho en las 
Américas, 5 de diciembre de 2013, párrs. 98 y 103, https://www.oas.org/
es/cidh/defensores/docs/pdf/operadores-de-justicia-2013.pdf, 26 de no-
viembre de 2024.

19	 Idem. 
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cargos en condiciones generales de igualdad, como expresión de su 
garantía de estabilidad.20 

Ahora bien, en torno a las características que debería de cum-
plir un recurso efectivo, la Corte IDH ha establecido una serie de 
requerimientos. En México, el recurso efectivo tradicionalmente 
ha sido el amparo y, a pesar de sus limitaciones, lo ha sido tam-
bién para los DESCA. La pregunta que corresponde plantear es 
¿los juicios de amparo resueltos por las personas que sean elegi-
das por voto popular, y a través del nuevo procedimiento cons-
titucional de selección, cumplirán con los estándares necesarios 
para configurar un recurso efectivo a nivel nacional?.

Quizá la pregunta debería hacerse de forma individual, por-
que la respuesta puede ser diversa dependiendo de la formación 
y competencias de cada una de las personas juzgadoras seleccio-
nadas y elegidas. 

El artículo 25.1 de la Convención Americana sobre Derechos 
Humanos “es una disposición de carácter general que recoge la 
institución procesal del amparo, como procedimiento sencillo y 
breve que tiene por objeto la tutela de los derechos fundamenta-
les”21 y la Corte IDH reconoce “la obligación a cargo de los Esta-
dos de ofrecer, a todas las personas sometidas a su jurisdicción, 
un recurso judicial efectivo contra actos violatorios de sus dere-
chos fundamentales”.22 La Corte Interamericana ha reiterado que 
“dicha obligación implica que el recurso sea idóneo para comba-
tir la violación y que sea efectiva su aplicación por la autoridad 
competente”.23 

20	 Caso de la Corte Suprema de Justicia (Quintana Coello y otros) vs. Ecuador, 
Excepción preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas, sentencia de 23 de 
agosto de 2013, Serie C No. 266, párr. 154, https://www.corteidh.or.cr/
docs/casos/articulos/seriec_266_esp.pdf, 26 de noviembre de 2024.

21	 Corte IDH, Opinión Consultiva OC-9/87, 6 de octubre de 1987, Garantías 
judiciales en estados de emergencia (arts. 27.2, 25 y 8 Convención Ame-
ricana sobre Derechos Humanos), Serie A, No. 9, párr. 23, https://www.
corteidh.or.cr/docs/opiniones/seriea_09_esp.pdf, 26 de noviembre de 2024.

22	 Idem.
23	 Corte IDH, Comunidad Indígena Xákmok Kásek vs. Paraguay, Fondo, Re-

paraciones y Costas, sentencia de 24 de agosto de 2010, párr. 140, https://
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La Corte IDH ha asentado que para que exista un recurso 
efectivo “no basta con que esté previsto por la Constitución o 
la ley o con que sea formalmente admisible, sino que se requie-
re que sea realmente idóneo para establecer si se ha incurrido 
en una violación a los derechos humanos y proveer lo necesario 
para remediarla”.24 

Por ello no pueden considerarse efectivos aquellos recursos 
que: 

•	 por las condiciones generales del país o incluso por las 
circunstancias particulares de un caso dado, resulten ilu-
sorios. 

•	 cuando su inutilidad haya quedado demostrada por la 
práctica, porque el poder judicial carezca de la indepen-
dencia necesaria para decidir con imparcialidad o porque 
falten los medios para ejecutar sus decisiones.25

Ahora bien, un recurso judicial efectivo “implica que el análi-
sis por la autoridad competente de un recurso judicial no puede 
reducirse a una mera formalidad, sino que debe examinar las ra-
zones invocadas por el demandante y manifestarse expresamen-
te sobre ellas. Lo anterior no implica que se evalúe la efectividad 
de un recurso en función de que este produzca un resultado favo-
rable para el demandante”.26 

En suma, el estándar convencional establece que “no basta 
con que los recursos existan formalmente, sino es preciso que 
sean efectivos, es decir, se debe brindar a la persona la posibili-
dad real de interponer un recurso sencillo y rápido que permita 
alcanzar, en su caso, la protección judicial requerida”.27 

www.corteidh.or.cr/docs/casos/articulos/seriec_214_esp.pdf, 26 de no-
viembre de 2024.

24	 Ibidem, párr. 24.
25	 Idem. 
26	 Corte IDH, Caso Hernández vs. Argentina, sentencia de 22 de noviembre 

de 2019, excepción preliminar, fondo, reparaciones y costas, párr. 121, 
https://www.corteidh.or.cr/docs/casos/articulos/seriec_395_esp.pdf, 26 de 
noviembre de 2024.

27	 Corte IDH, Caso Acosta Calderón vs. Ecuador, sentencia de 24 de junio de 
2005, fondo, reparaciones y costas, párr. 93, https://www.corteidh.or.cr/
docs/casos/articulos/seriec_129_esp1.pdf, 26 de noviembre de 2024.
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Finalmente, la Corte IDH ha señalado que “los recursos de 
amparo resultarán ilusorios e inefectivos, si durante la tramita-
ción de estos se incurre en un retardo injustificado de la deci-
sión”.28

Así, los recursos a nivel nacional deben ser idóneos, efectivos 
y rápidos. 

No puede olvidarse que “la salvaguarda de la persona frente 
al ejercicio arbitrario del poder público es el objetivo primor-
dial de la protección internacional de los derechos humanos. La 
inexistencia de recursos internos efectivos coloca a las personas 
en estado de indefensión”.29

Es fundamental observar estos lineamientos en la implemen-
tación de la reforma judicial y en el funcionamiento cotidiano 
del poder judicial federal y locales para la garantía efectiva de los 
DESCA. 

Ahora bien, cabe preguntar: ¿qué pasa cuando a nivel nacio-
nal no hay un recurso idóneo, efectivo y rápido?.

Es entonces cuando se puede acudir a la justicia internacio-
nal, particularmente al sistema interamericano, sin agotar recur-
sos internos. 

Es bien sabido que uno de los requisitos fundamentales para 
el acceso a la justicia interamericana es el previo agotamiento de 
los recursos de jurisdicción interna, lo cual muestra el carácter 
subsidiario y complementario de los sistemas internacionales. 
No obstante, dicha regla tiene excepciones.

Específicamente la Convención Americana sobre Derechos 
Humanos, en su artículo 46.2, establece que no será necesario 
agotar recursos internos cuando:

28	 Corte IDH, Caso del Tribunal Constitucional vs. Perú, sentencia de 31 de 
enero de 2001, fondo, reparaciones y costas, párr. 93, https://www.cor-
teidh.or.cr/docs/casos/articulos/Seriec_71_esp.pdf, 26 de noviembre de 
2024.

29	 Corte IDH, Caso Claude Reyes y otros vs. Chile, sentencia de 19 de septiem-
bre de 2006, fondo, reparaciones y costas, párr. 129, https://www.corteidh.
or.cr/docs/casos/articulos/seriec_151_esp.pdf, 26 de noviembre de 2024.
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a)	 No exista en la legislación interna del Estado de que se 
trata el debido proceso legal para la protección del dere-
cho o derechos que se alega han sido violados;

b)	 No se haya permitido al presunto lesionado en sus dere-
chos el acceso a los recursos de la jurisdicción interna, o 
haya sido impedido de agotarlos, y

c)	 Haya retardo injustificado en la decisión sobre los men-
cionados recursos.

Esta disposición se reitera en el artículo 31 del Reglamento 
de la Comisión Interamericana. 

Adicionalmente, existe una excepción más al requisito de 
previo agotamiento de recursos internos, la cual fue labrada en la 
jurisprudencia consultiva de la Corte IDH. 

En la Opinión Consultiva OC-11/90, del 10 de agosto de 
1990, la Corte Interamericana estableció que: “si un individuo 
requiere efectivamente asistencia legal para proteger un derecho 
garantizado por la Convención y su indigencia le impide obtener-
la, queda relevado de agotar los recursos internos. Este es el sen-
tido que tiene el artículo 46.2, leído a la luz de las disposiciones 
de los artículos 1.1, 24 y 8”.30

Es importante dilucidar que en México exista un recurso ade-
cuado, efectivo y expedito para la protección integral de los DES-
CA, así como para la investigación, sanción y erradicación de las 
violaciones a los mismos. 

El impacto de la reforma constitucional al poder judicial en 
México, está lejos de poder ser evaluada, pero es necesario que 
las personas que se integren a dicho poder tengan plena autono-
mía e independencia tanto de los gobiernos en turno (cuya actua-
ción deben evaluar en casos concretos ya que son las autoridades 
señaladas como responsables en materia de amparo), como de 
los poderes fácticos, empresarios o grupos delincuenciales, entre 

30	 Corte IDH, Opinión Consultiva OC-11/90 del 10 de agosto de 1990, Ex-
cepciones al agotamiento de los recursos internos (art. 46.1, 46.2.a y 46.2.b 
Convención Americana sobre Derechos Humanos), Serie A, No. 11, párr. 
31, https://www.corteidh.or.cr/docs/opiniones/seriea_11_esp.pdf, 26 de 
noviembre de 2024.
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otros. Quienes asuman los cargos para los que fueron elegidos de-
berán desempeñarlos con conocimientos, transparencia y ajus-
tando su actuar a los estándares convencionales aquí reseñados. 

Es también fundamental que el Tribunal de Disciplina Judi-
cial ejerza sus funciones con objetividad e imparcialidad y que no 
se convierta en un verdugo que materialice represalias en contra 
de quienes adopten sentencias que no sean del agrado de algún 
sector con poder político o económico. 

La independencia se debe proyectar hacia fuera como hacia 
dentro del propio poder judicial federal. Así lo ha establecido la 
Corte IDH: “la independencia judicial, inclusive a lo interno del 
poder judicial, guarda una estrecha relación, no solo con la con-
solidación del régimen democrático, sino además busca preser-
var las libertades y derechos humanos de los ciudadanos”.31

Finalmente, hay que decir que el control de convencionalidad 
debe ser realizado por cualquier persona juzgadora, sin importar 
su mecanismo de designación. Dicho ejercicio es fundamental 
para lograr la justiciabilidad de los DESCA; la recepción despre-
juiciada de las normas internacionales de soft law y hard law en la 
actividad jurisdiccional nacional es necesaria. 

III. Postura del poder judicial frente a los DESCA32

El poder judicial federal, labrado en una tradición individualista 
desde el siglo xix y actualmente en una profunda transforma-
ción, ha ido evolucionando hacia una perspectiva más colectiva y 
difusa, particularmente frente a los DESCA, aunque siempre hay 

31	 Corte IDH, Caso López Lone y otros…, cit., párr. 201. 
32	 “La deseable sinergia entre las Comisiones de Derechos Humanos y el 

Poder Judicial en México en la protección de los DESCA. Propuestas de 
renovación para una relación inexistente” en Courtis, Christian, Manual 
sobre justiciabilidad de los Derechos Económicos, Sociales, Culturales y Am-
bientales (DESCA), Suprema Corte de Justicia de la Nación, México, t. I, 
2021, pp. 147-193, (ISBN: 978-607-552-246-3), https://www.scjn.gob.mx/
derechos-humanos/sites/default/files/Publicaciones/archivos/2022-02/
Manual%20sobre%20justiciabilidad%20de%20los%20DESCA_Tomo%20
uno%20rev.pdf, 27 de mayo de 2024.
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amenazas de retroceso. En los últimos años se ha producido una 
ambivalencia por parte del poder judicial federal, se requiere que 
quienes lo integren después de la reforma de 2024, cumplan con 
el marco convencional y constitucional. 

Frente a los DESCA, por ejemplo, se ha señalado que: 

�los intereses difusos se relacionan con aquellas situaciones jurídi-
cas no referidas a un individuo, sino que pertenecen a una plura-
lidad de sujetos más o menos determinada o indeterminable, que 
están vinculados únicamente por circunstancias de hecho en una 
situación específica que los hace unificarse para acceder a un dere-
cho que les es común. Mientras que los colectivos corresponden a 
grupos limitados y circunscritos de personas relacionadas entre sí 
debido a una relación jurídica, con una conexión de bienes afecta-
dos debido a una necesidad común y a la existencia de elementos 
de identificación que permiten delimitar la identidad de la propia 
colectividad�Ahora, (existe) complejidad para tutelarlos mediante el 
amparo, dado que se advierte como principal contrariedad la legitima-
ción ad causam, porque pudiera considerarse que rompe con el sistema 
de protección constitucional que se rige, entre otros, por los principios 
de agravio personal y directo y relatividad de las sentencias�. (sin em-
bargo) todos los miembros de un grupo cuentan con interés legítimo 
para promover el juicio de amparo indirecto, en tanto que se hace va-
ler un interés común y la decisión del conflicto se traducirá en un 
beneficio o, en su caso, en un perjuicio para todos y no sólo para 
quienes impugnaron el acto (énfasis agregado).33

En torno a las acciones colectivas se ha especificado que su 
ejercicio:

ante los órganos jurisdiccionales, exige al Juez adecuar el pro-
cedimiento, para adoptar los principios del proceso jurisdiccio-
nal social. En principio, el juzgador debe despojarse de la idea 

33	 Tesis: XI.1o.A.T. J/10 (10a.), Intereses difusos o colectivos. Su tutela me-
diante el juicio de amparo indirecto, Gaceta del Semanario Judicial de la Fe-
deración, Décima Época, Libro 34, Tomo IV, septiembre de 2016, página 
2417, https://sjf2.scjn.gob.mx/detalle/tesis/2012613, 27 de mayo de 2024. 
En orden similar: Tesis:  I.4o.C.137 C, Intereses colectivos o difusos. Sus 
características y acciones para su defensa, Semanario Judicial de la Federa-
ción y su Gaceta, Novena Época, Tomo XXVII, abril de 2008, página 2381, 
https://sjf2.scjn.gob.mx/detalle/tesis/169861, 27 de mayo de 2024.
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tradicional de los límites impuestos para la defensa de los intereses 
individuales o el derecho subjetivo de cada individuo, para acudir 
a una interpretación jurídica avanzada, de vanguardia, en la cual 
potencialice las bases constitucionales con los criterios necesa-
rios para preservar los valores protegidos y alcanzar los fines 
perseguidos, hacia una sociedad más justa. Sólo así se pueden 
tutelar los intereses colectivos o difusos, pues si su impacto es 
mucho mayor, se requiere el máximo esfuerzo y actividad de los 
tribunales y considerable flexibilidad en la aplicación de las nor-
mas sobre formalidades procesales, la carga de la prueba, allega-
miento de elementos convictivos, su valoración, y el análisis mismo 
del caso. Asimismo, se requiere de una simplificación del proceso y 
su aceleración, para no hacer cansada o costosa la tutela de es-
tos derechos, a fin de que los conflictos puedan tener solución 
pronta, que a su vez sirva de prevención respecto de nuevos 
males que puedan perjudicar a gran parte de la población (cur-
sivas propias) ...34

Ahora bien, en torno a los DESCA se ha sostenido que “para 
proteger cualquiera de (los) derechos no sólo se requieren abs-
tenciones, sino, en todos los casos, es precisa la provisión de ga-
rantías normativas y de garantías institucionales como la exis-
tencia de órganos legislativos que dicten normas y de órganos 
aplicativos e instituciones que aseguren su vigencia, lo que impli-
ca, en definitiva, la provisión de recursos económicos por parte 
del Estado y de la sociedad”.35 Por lo que “la interdependencia 
existente entre los derechos civiles y políticos, con los econó-
micos, sociales y culturales, conduce a concluir que deben ser 
entendidos integralmente como derechos humanos, sin jerarquía 
entre sí y exigibles en todos los casos ante aquellas autoridades 
que resulten competentes para ello. Por tanto, la exigibilidad de 

34	 Tesis: I.4o.C.136 C, Intereses colectivos o difusos en procesos jurisdiccio-
nales colectivos o individuales. Características inherentes, Semanario Judi-
cial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo XXVII, abril de 2008, 
página 2381, https://sjf2.scjn.gob.mx/detalle/tesis/169862, 27 de mayo de 
2024. 

35	 Tesis: 1a./J. 86/2017 (10a.), Principio de progresividad. Es aplicable a to-
dos los derechos humanos y no sólo a los llamados económicos, sociales y 
culturales, Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, 
Libro 47, Tomo I, octubre de 2017, página 191, https://sjf2.scjn.gob.mx/
detalle/tesis/2015306, 27 de mayo de 2024.
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estos derechos amerita que sean justiciables ante los tribunales, a 
través del juicio de amparo”.36

Respecto a las vulneraciones al principio de progresividad se 
ha establecido que “puede(n) distinguirse entre dos tipos de re-
gresividad de los derechos económicos, sociales y culturales: 1) 
la de resultados, que se presenta cuando las consecuencias de una 
política pública empeoran la satisfacción de un derecho social, y, 
2) la normativa, cuando una norma posterior suprime, limita o 
restringe los derechos o beneficios otorgados anteriormente al 
amparo del derecho social”.37

A pesar de que existen criterios relevantes, hay otros que 
producen dudas o que podrían ser cuestionables. Así se ha dicho 
que:

los órganos de los poderes ejecutivo y legislativo deben diseñar una 
política pública mediante la cual se garantice el pleno goce de los 
derechos económicos, sociales y culturales. Ahora, este deber im-
plica que tiene que existir una política pública razonable para alcan-
zar el objetivo impuesto por el derecho en cuestión. En este senti-
do, los tribunales deben analizar si la medida impugnada se inscribe 
dentro de una política pública que razonablemente busque alcanzar 
la plena realización del derecho social. Sin embargo, son las autori-
dades administrativas y legislativas quienes en principio están en una 
mejor posición para determinar cuáles son las medidas adecuadas para 
alcanzar la plena realización de los derechos sociales, por tanto, al 
analizar la razonabilidad de la medida los tribunales deben ser deferen-
tes con dichas autoridades (cursivas propias).38

36	 Tesis:  (V Región) 5o.19 K (10a.), Derechos  económicos, sociales y cul-
turales. Son justiciables ante los tribunales, a través del juicio de ampa-
ro, Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, Libro 9, 
Tomo III, agosto de 2014, página 1731, https://sjf2.scjn.gob.mx/detalle/
tesis/2007253, 27 de mayo de 2024.

37	 Tesis: 1a. CXXVII/2017 (10a.), Derechos económicos, sociales y cultura-
les. Forma de acreditar la existencia de las medidas regresivas de resultados 
y normativa, Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Décima Épo-
ca, Libro 46, Tomo I, septiembre de 2017, página 219, https://sjf2.scjn.gob.
mx/detalle/tesis/2015132, 27 de mayo de 2024. 

38	 Tesis: 1a. CXXV/2017 (10a.), Derechos económicos, sociales y culturales. 
Deber de alcanzar su plena protección progresivamente, Gaceta del Sema-
nario Judicial de la Federación, Décima Época, Libro 46, Tomo I, septiembre 
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Lo anterior podría parecer una justificación frente a las omi-
siones violatorias de los DESCA ya que son dichas medidas —o la 
falta de éstas— las que debe revisar precisamente el poder judi-
cial a fin de que no sean violatorias del orden constitucional-con-
vencional ni de los derechos humanos. 

También existen criterios como el siguiente: “los Estados cumplen 
la obligación de garantizar el núcleo esencial de los derechos eco-
nómicos, sociales y culturales al establecer y fomentar las condi-
ciones necesarias que permitan su ejercicio, sin que estén obligados 
a proporcionarlos de forma directa o gratuita. Lo anterior es así, pues 
se espera que las personas puedan satisfacer sus propias necesidades 
a través de su esfuerzo y trabajo”.39 Aquí aparentemente se invisibi-
lizan las condiciones estructurales que reproducen la pobreza, la 
desigualdad y la exclusión histórica de diversos grupos que se en-
cuentran en situación de vulnerabilidad y se desconoce la llamada 
“discriminación estructural”; esta perspectiva es muy grave.

Un poder judicial experto, conocedor, transparente, inde-
pendiente e imparcial es fundamental para lograr la justiciabili-
dad plena de los DESCA en México. 

IV. Interés legítimo en amparo como vía  
para la justiciabilidad de los DESCA

Finalmente, es preciso reflexionar sobre la incidencia que tiene o 
debe tener el “interés legítimo”, introducido —en sustitución del 
“interés jurídico” — en el amparo mexicano a partir de las refor-
mas de 2011 para la justiciabilidad de los DESCA. Particularmen-
te, si en las recomendaciones se identifican acciones, omisiones 
o normas (legales o administrativas), que violenten derechos di-
fusos y colectivos. 

de 2017, página 217, https://sjf2.scjn.gob.mx/detalle/tesis/2015129, 27 de 
mayo de 2024.

39	 Tesis: 2a. XCIII/2016 (10a.), Derechos económicos, sociales y culturales. 
Alcances de su protección”. Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, 
Décima Época, Libro 34, Tomo I, septiembre de 2016, página 841, https://
sjf2.scjn.gob.mx/detalle/tesis/2012528, 28 de mayo de 2024.
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Así se ha establecido que: 

los elementos constitutivos del interés jurídico consisten en demos-
trar: a) la existencia del derecho subjetivo que se dice vulnerado, 
y, b) que el acto de autoridad afecta ese derecho, de donde deriva 
el agravio correspondiente. Por su parte, para probar el interés le-
gítimo, deberá acreditarse que: a) exista una norma constitucional 
en la que se establezca o tutele algún interés difuso en beneficio 
de una colectividad determinada; b) el acto reclamado transgreda 
ese interés difuso, ya sea de manera individual o colectiva, y, c) el 
promovente pertenezca a esa colectividad.40

A partir de la reforma de amparo de 2011, “como requisito de 
procedencia del amparo se requiere que: a) el quejoso acredite 
tener interés jurídico o interés legítimo y, b) ese interés se vea 
agraviado. Así, tratándose del interés jurídico, el agravio debe ser 
personal y directo; en cambio, para el legítimo no se requieren 
dichas exigencias, pues la afectación a la esfera jurídica puede ser 
directa o en virtud de la especial situación del gobernado frente 
al orden jurídico (indirecta) y, además, provenir de un interés 
individual o colectivo”.41

V. ¿(In)cumplimiento de la 
 Agenda 2030?: ideas de cierre

40	 Tesis:  2a./J. 51/2019 (10a.), Interés legítimo e interés jurídico. Sus ele-
mentos constitutivos como requisitos para promover el Juicio de Amparo 
Indirecto, conforme al artículo 107, fracción I, de la Constitución Política 
de los Estados Unidos Mexicanos, Gaceta del Semanario Judicial de la Fede-
ración, Décima Época, Libro 64, t. II, marzo de 2019, página 1598, https://
sjf2.scjn.gob.mx/detalle/tesis/2019456, 28 de mayo de 2024.

41	 Tesis XXVII.1o.(VIII Región) J/4 (10a.), interés Jurídico o interés legítimo 
para efectos de la procedencia del juicio de amparo. Requisitos para acre-
ditarlo a partir de la reforma al artículo 107, Fracción I, constitucional de 
6 de junio de 2011, Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Décima 
Época, Libro XIX, abril de 2013, t. 3, página 1807, https://sjf2.scjn.gob.mx/
detalle/tesis/2003293, 28 de mayo de 2024. Asimismo, cfr. Suprema Corte 
de Justicia de la Nación, La Ley de Amparo en lenguaje llano. ¿Por qué es im-
portante para la protección de nuestros derechos?, México, 2014, pp. 29-31, 
https://www.scjn.gob.mx/sites/default/files/pagina/documentos/2016-11/
LibroLeydeamparoenlenguajellano_0.pdf, 5 de mayo de 2024.
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Los DESCA son derechos plenamente exigibles y justiciables 
por lo que todas las decisiones públicas tienen que considerar 
el impacto que tienen sobre el conjunto de los derechos huma-
nos, a la luz de los principios de interdependencia e indivisi-
bilidad. No se puede seguir evadiendo el respeto irrestricto de 
los derechos bajo el argumento falaz de progresividad y de falta 
de recursos públicos. En muchas ocasiones sí existen recursos, 
pero los mismos son desviados por la corrupción o a otras prio-
ridades alejadas de los derechos lo cual, sumado a una pésima 
planeación, genera subejercicios en múltiples ramos de la vida 
pública. 

Los derechos cuestan dinero42 y los Estados dirían que los 
DESCA cuestan más dinero. Lamentablemente COVID-19 de-
mostró que, en múltiples ocasiones, los Estados no saben gas-
tar ni priorizar el ejercicio del gasto; en este sentido, el Comité 
DESC afirmó: 

El Covid-19 ha puesto de relieve la función decisiva que desem-
peñan las inversiones adecuadas en los sistemas de salud pública, 
los programas integrales de protección social, el trabajo decente, la 
vivienda, los alimentos, el agua y los sistemas de saneamiento, así 
como las instituciones para promover la igualdad entre los géneros. 
Esas inversiones son fundamentales para responder eficazmente a 
las pandemias de salud mundiales y para contrarrestar las múlti-
ples formas de desigualdad que se entrecruzan entre sí, incluidas las 
profundas desigualdades de ingresos y riqueza tanto dentro de los 
países como entre ellos.43 

Se requiere fortalecer urgentemente los mecanismos de jus-
ticiabilidad de los DESCA en México, particularmente del juicio 

42	 Cfr. Holmes, S., y Sunstein, C., El costo de los derechos. Por qué la libertad 
depende de los impuestos, Siglo XXI Editores, Buenos Aires, 2012.

43	 Comité de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, Declaración 
sobre la pandemia de Covid-19 y los derechos económicos, sociales y cul-
turales, 17 de abril de 2020, https://docstore.ohchr.org/SelfServices/
FilesHandler.ashx?enc=4slQ6QSmlBEDzFEovLCuW1AVC1NkPsgUe-
dPlF1vfPMKXidSV%2FGyVFSAvr6nizxSlkm%2BMwII5sFYkMLQXUu-
jELyY7Xqi78YhvjNQDYn3kjcLrPompmBOF6A4cOy%2BkRAHc, 28 de 
mayo de 2024.
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de amparo. Para hacer realidad la justiciabilidad de los DESCA en 
México, se necesita la aplicación del interés legítimo y un nuevo 
entendimiento del principio de relatividad de las sentencias, que 
permita extender los beneficios del amparo a amplios sectores, 
particularmente frente a grupos en situación de vulnerabilidad, o 
dotarle de efectos erga omnes.

Sin duda, los DESCA y su justiciabilidad requieren de normas 
nacionales que sean conformes a las convencionales, de jueces 
robustos e independientes que conozcan el derecho internacio-
nal de los derechos humanos y que lo apliquen, pero particu-
larmente necesitan políticas públicas44 que garanticen su goce y 
ejercicio. Y dichas políticas exigen un buen proceso de diseño e 
implementación permanentemente evaluado y con presupues-
to suficiente, bien planeado además de honesta y puntualmente 
ejercido. 

Finalmente, el poder judicial federal debe dictar garantías de 
no repetición que, especialmente en DESCA, son una herramien-
ta fundamental. Dichas garantías de no repetición deben de ir 
dirigidas al cumplimiento de los objetivos del desarrollo sosteni-
ble. En ese marco, y en una reflexión seria de derecho constitu-
cional, se requiere hacer el planteamiento de qué sigue después 
de la Agenda 2030. Frente a un evidente incumplimiento de los 
objetivos de desarrollo sostenible45 se debe generar una propues-
ta en torno a qué se tiene que hacer en el plano internacional y 
nacional mexicano (políticas públicas, programas de gobierno o 
un nuevo instrumento internacional) para avanzar en la cons-

44	 Morales Sánchez, Julieta, Políticas públicas y derechos humanos, Porrúa, 
Instituto Mexicano de Derecho Procesal Constitucional, México, 2020, 
passim.

45	 Cfr. Organización de las Naciones Unidas, Objetivos de desarrollo soste-
nible, https://www.un.org/sustainabledevelopment/es/2023/07/press-re-
lease-world-risks-big-misses-across-the-sustainable-development-goals-un-
less-measures-to-accelerate-implementation-are-taken-un-warns32817/, 28 
de mayo de 2024. También es preciso señalar que “el secretario ejecuti-
vo de la Comisión Económica para América Latina y el Caribe (CEPAL), 
alertó de que el 75% de las metas de la Agenda 2030 están en riesgo de 
incumplimiento si no se toman medidas decididas para recuperar la senda 
correcta”, https://news.un.org/es/story/2023/04/1520432, 28 de mayo 
de 2024.
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trucción de una vida digna y sustentable para todas las personas. 
Existen interrogantes que hay que dilucidar: ¿cómo podemos, en 
este lustro que falta, avanzar en el cumplimiento de la Agenda 
2030?, ¿es necesario un instrumento de soft law (derecho sua-
ve o blando) o de hard law (derecho vinculante)?, ¿es necesario 
reiterar las obligaciones que ya se encuentran reconocidas en 
los tratados internacionales o más bien exigir su cumplimiento 
y cómo?, ¿qué hay que hacer para fortalecer la exigibilidad y la 
justiciabilidad de los DESCA?.
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